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Introducción

Mediante el presente trabajo se pretende mostrar un problema argumentativo
relacionado con un fallo judicial de la Sala Constitucional del Tribunal Supre-
mo de Justicia de la República Bolivariana de Venezuela1, que resolvió una
acción de nulidad por inconstitucionalidad2 intentada contra los artículos 141,
148, 149, 150, 151, 152, 223, 224, 225, 226, 227, 444, 445, 446, 447 y 450
del Código Penal venezolano, contentivos, algunos de ellos, de delitos califi-
cados como de lesae maiestatis, lesae venerationis o, más comúnmente, nor-
mas de desacato; por presuntamente vulnerar las libertades de expresión y
comunicación, garantizadas en los artículos 57 y 58 de nuestra Carta Magna,
y 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Es, pues, un
ejercicio de argumentación jurídica que toma como punto de partida una sen-
tencia, en el que, en primer lugar, se identifican los argumentos de las partes
y del órgano jurisdiccional, para luego reproducirlos, analizarlos y criticarlos.

Justificamos la escogencia del tema, a modo enunciativo, en varias razones:

1. En primer término, se trata de un fallo que, por tratar, con el valor norma-
tivo que caracterizan las decisiones de los tribunales constitucionales, el tema
de la libertad de expresión, un presupuesto de la democracia contemporánea,
sin el cual es imposible concebir el ejercicio óptimo de los demás derechos
fundamentales, lo cual ya revierte una importancia significativa.

2. En segundo lugar, es una sentencia que ha sido duramente debatida en un
momento en el que Venezuela se encuentra en un estado de polarización tal que,
en ocasiones, impide el examen racional y concienzudo de los problemas, lo

1 Sentencia N° 1942 del 15 de julio de 2003, con ponencia del magistrado Jesús Eduar-
do Cabrera Romero. Cfr: http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Julio/1942-150703-
01-0415.htm.

2 Más adelante se dará una breve explicación de cómo opera este mecanismo de la juris-
dicción constitucional venezolana, el cual lo adelantamos desde ya, constituye una
acción popular.
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cual me motivó a emplear el esquema metodológico aprendido en la parte
presencial del Curso para intentar hacer un análisis menos “comprometido”3.

3. Aparte de ello, considero que la sentencia en cuestión contiene un análisis
pernicioso de la libertad de expresión, al prever la posibilidad de la aplicación
de censura previa, lo cual ha sido rechazado en todos los ordenamientos jurídi-
cos iberoamericanos que conozco, con excepción de Cuba. Ello, aparte de las
graves consecuencias que el fallo produce al, prácticamente, aislar a Venezuela
del sistema interamericano de protección de los derechos humanos, mediante
retrógrados argumentos de soberanía estatal, lo cual podría representar en el
futuro un desamparo internacional de los ciudadanos venezolanos, frente a
casos de violación a derechos humanos en los que las autoridades estatales
nada hacen por restablecer la situación jurídica infringida.

4. La discusión actual, en la Asamblea Nacional, de una Ley de Responsabilidad
Social en Radio y Televisión, a través de la cual, con base en los elementos pre-
sentes en la sentencia, podrían recrudecerse ciertos aspectos autoritarios encon-
trados en la sentencia 1942/2003, los cuales vienen siendo la tendencia en los
últimos años: procesos judiciales —con tinte político— seguidos contra perio-
distas, hostigamiento físico y moral a la profesión del periodismo, así como
a cualquiera que critique a los servidores del Estado, ello sumado a que, en la
referida decisión se expresa que ciertas cuestiones, como la aplicación de
censura previa, se justificarían más aún (de lo que ya están justificados en la
sentencia) con la presencia de disposiciones legales que las reglamentaran, lo
cual, a nuestro juicio, parece un mensaje destinado al legislador.

En fin, en la sentencia a la que dediqué mi atención se plantea uno de los “casos
difíciles” más típicos, que requiere de un verdadero ejercicio de ponderación,
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3 Con ello no quiero decir que claudico en mis posturas en aras de una racionalidad
“pura”, sino que renuncio al análisis partidista de la decisión. Un buen intento científico
por abordar el fallo, lo encontramos en Alberto Arteaga Sánchez, Carlos M. Ayala
Corao, Rafael J. Chavero Gazdik y Héctor Faúndez Ledesma, Sentencia 1942 vs. Liber-
tad de Expresión, Caracas: Editorial Aequitas y Comisión Andina de Juristas, 2003.
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cual es la tensión que existe entre la libertad de expresión y el derecho al
honor y a la reputación de los ciudadanos, sólo que el presente caso se refiere
a dicho derecho en el supuesto de las personas que ejercen el Poder Público,
en cuyo caso el análisis, a mi juicio, debió efectuarse desde una perspectiva
un tanto menos autoritaria, dado que, justamente, los sujetos pasivos del delito
son ciudadanos electos, directa o indirectamente, para ejercer cargos públicos
y ser criticados en el ejercicio de los mismos, lo cual es un síntoma normal en
una sociedad abierta y plural. No pensó así la Sala Constitucional del Tribunal
Supremo de Justicia, al privilegiar la protección del honor de los funcionarios,
confundiéndolo con el honor de las instituciones democráticas, y desfomentar
la crítica pública y la participación ciudadana.

Hasta allí lo dejo, pues, en vez de hacer una introducción ya estoy presentando
por adelantado mis conclusiones sobre la temática. Como ya lo apunté, reseñaré
los argumentos de las partes y del tribunal, para después criticar tales razona-
mientos y presentar mis conclusiones, pero primero trataré un inevitable punto
previo, dada la probable poca familiaridad con la jurisdicción constitucional
venezolana y con su mecanismo insignia: la acción de inconstitucionalidad.

1. Punto previo: sobre la acción de inconstitucionalidad
en Venezuela y, en concreto, sobre el proceso
que dio lugar al fallo bajo análisis

Dado que el problema argumentativo que presento está referido a una sentencia
dictada por una autoridad jurisdiccional de mi país, debo aclarar lo siguiente:

1. En Venezuela, existe una acción judicial destinada a impugnar, por motivos
de inconstitucionalidad, las leyes nacionales, estadales y municipales, sea
total o parcialmente.

2. Prácticamente, no existen limitaciones relacionados con la legitimación
para incoar dicha petición, pues la misma está concebida como una acción
popular, donde sólo se requiere de un interés simple para actuar, esto es, basta
el mero interés del accionante en defender la constitucionalidad, para que se
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le reconozca cualidad para actuar. No obstante lo anterior, sucede en la prác-
tica que son los afectados por una determinada ley quienes solicitan su decla-
ratoria de inconstitucionalidad.

3. Tal declaratoria tiene efectos erga omnes, y los mismos pueden ser ex nunc
o ex tunc, según se declare en el fallo, pues el órgano jurisdiccional tiene la
competencia para fijarlos en ambos sentidos. Debe acotarse, igualmente, que,
por razones de seguridad jurídica, en la mayoría de los fallos que declaran la
inconstitucionalidad de alguna ley formal, ley estadal u ordenanza municipal,
sus efectos son fijados hacia el futuro.

4. Bajo la vigencia de la Constitución de la República de Venezuela, del 23 de
enero de 1961, la competencia para conocer y decidir la acción de inconstitucio-
nalidad estaba atribuida a la Corte Suprema de Justicia en Pleno. En la actualidad,
la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, del 15 de diciembre de
1999, y la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia otorgan tal competencia
a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, la cual, en el ordena-
miento jurídico venezolano viene a ser quien ejerce la jurisdicción constitucional4.

5. El procedimiento, grosso modo, es el siguiente:

5.1. Se inicia a petición de parte y por escrito.

5.2. El accionante, luego de admitida la solicitud, en cuanto ha lugar en dere-
cho, debe retirar un cartel del Tribunal, publicarlo en alguno de los diarios de
mayor circulación nacional, estadal o municipal, según el acto impugnado del

295

4 Tal diseño constitucional, el cual coincide con el de países como Costa Rica, no pocas
veces ha sido criticado, pues en verdad, dadas las atribuciones que posee, entre las
cuales está la de revisar discrecionalmente las decisiones de las demás Salas del Tri-
bunal Supremo de Justicia si las mismas incurren en una interpretación inapropiada
de la Carta Magna, la Sala Constitucional opera como un verdadero Tribunal Consti-
tucional, más atado a la estructura organizativa del Tribunal Supremo de Justicia, lo
cual en vez de aminorar las naturales tensiones que se producen entre los Tribunales
Constitucionales y los Tribunales Supremos, las acrecientan.
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que se trate, con el objeto de que los interesados concurran a presentar sus
alegatos sobre la nulidad incoada, solicitar su inclusión en el proceso, bien
sea como partes o como terceros, antes de la realización del acto de informes.

5.3. Asimismo, el Tribunal debe notificar al Presidente de la Asamblea Nacional,
de la Asamblea Legislativa del Estado, o del Consejo Municipal, respectivamente,
así como al Procurador General de la República, al Fiscal General de la República
y al Defensor del Pueblo, si en el caso estuviere comprometido algún derecho
constitucional. Tales funcionarios son notificados mediante oficios, a los cuales
se acompaña copia del escrito libelar, así como del auto de admisión, y a los mis-
mos se les permite consignar sus opiniones por escrito. Igualmente, dichas auto-
ridades podrán presentar sus observaciones a los informes.

5.4. A solicitud de parte, la causa podrá declararse de mero derecho, cuando
sea innecesaria la apertura de lapsos probatorios. La declaratoria de mero
derecho se tramita mediante un cuaderno separado.

5.5. Accesoriamente, a la pretensión de nulidad pueden acumularse pretensio-
nes cautelares, sea con base en el artículo 3 de la Ley Orgánica de Amparo sobre
Derechos y Garantías Constitucionales, o con fundamento en los artículos 585
y 588 del Código de Procedimiento Civil, con el propósito de suspender la efi-
cacia de las disposiciones impugnadas, comprobadas las lesiones que la aplica-
ción de las mismas podrían producir mientras se tramita la nulidad. Tal solicitud
también se responde en cuaderno separado.

5.6. El acto de informes constituye la última actuación procesal de las partes
y los terceros. Luego de presentados tales informes, en forma oral o escrita
(según dictamine previamente el Tribunal) y de sus respectivas observacio-
nes, comienzan las dos etapas de la relación, en las cuales la Sala efectúa el
análisis del caso y procede a dictar sentencia, declarando con o sin lugar la
nulidad requerida y fijando los efectos temporales del fallo.

6. En el presente caso, el 6 de marzo de 2001, el abogado Rafael Chavero
Gazdik, un conocido —y joven— profesor de Derecho Administrativo y Derecho
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Constitucional de las Universidades Central de Venezuela, Católica Andrés
Bello y Metropolitana, intentó, ante la Sala Constitucional del Tribunal
Supremo de Justicia, la nulidad, por inconstitucionalidad de los artículos del
Código Penal que transcribo a continuación5:

Artículo 141. Cualquiera que por desprecio arrebatare, rompiere o destru-
yere en un lugar público o abierto al público, la Bandera Nacional u otro
Emblema de la República, será castigado con prisión de dos meses a un
año. Si este delito se cometiere encontrándose la República empeñada
en una guerra extranjera, la prisión será de trece meses a dos años.

Artículo 148. El que ofendiere de palabra o por escrito, o de cualquier otra
manera irrespetare al Presidente de la República o quien esté haciendo sus
veces, será castigado con prisión de seis a treinta meses, si la ofensa fuese
grave y con mitad de esta pena si fuese leve.

La pena se aumentará en una tercera parte si la ofensa se hubiere hecho
públicamente.

Parágrafo Único. Si la ofensa fuere contra el Presidente de alguna de las
Cámaras legislativas o el Presidente de la Corte Suprema de Justicia, la
pena será de cuatro meses a dos años, cuando la ofensa fuere grave y con
mitad de esta pena, cuando fuere leve.

Artículo 149. Cuando los hechos especificados en el artículo precedente,
se efectuaren contra el gobernador de algunos de los Estados de la Unión,
o contra los Ministros del Despacho, Secretario General del Presidente de
la República, Gobernadores del Distrito Federal o de los Territorios Fede-
rales, los Vocales de la Corte Suprema de Justicia, los Presidentes de las
Legislaturas de los Estados y los Jueces Superiores o contra la persona que

297

5 Opté por transcribir íntegros los artículos impugnados, ya que, lo más probable, a
quienes está dirigido el presente trabajo no le es familiar el derecho penal venezolano.
En todo caso, como estarán referidos en el resto del trabajo, me pareció más conve-
niente reproducirlos por si surgiere alguna duda respecto de los argumentos esgrimi-
dos por el accionante, la Asamblea Nacional y la Sala Constitucional.
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esté haciendo sus veces, la pena indicada en dicho artículo se reducirá a su
mitad, y a su tercera parte si se trata de Presidentes de Concejos Municipales,
Prefectos de Departamentos del Distrito Federal o Jefes Civiles de Distrito.

Artículo 150. Cualquiera que vilipendiare públicamente al Congreso, a las
Cámaras Legislativas Nacionales, a la Corte Suprema de Justicia o al
Gabinete o Consejo de Ministros, así como a alguna República, así como
a alguna de las Legislaturas o Asambleas Legislativas de los Estados de la
Unión o alguno de los Tribunales Superiores, será castigado con prisión de
quince días a diez meses.

En la mitad de dicha pena incurrirán los que cometieren los hechos a que
se refiere este artículo, con respecto a los Concejos Municipales.

La pena se aumentará proporcionalmente, si la ofensa se hubiere cometido
hallándose las expresadas Corporaciones en ejercicio de sus funciones
oficiales.

Artículo 151. Corresponde a los Tribunales de Justicia determinar sobre la gra-
vedad o lenidad de las ofensas a que se refieren los Artículos 148, 149 y 150.

Artículo 152. El enjuiciamiento por los hechos de que hablan los artículos
precedentes no se hace lugar sino mediante requerimiento de la persona o
Cuerpo ofendido, hecho por conducto del Representante del Ministerio
Público, ante el Juez competente.

Artículo 223. El que de palabra u obra ofendiere de alguna manera el honor,
la reputación o el decoro de un miembro del Congreso o de algún funcio-
nario público, será castigado del modo que sigue, si el hecho ha tenido
lugar en su presencia y con motivo de sus funciones:

1°. Si la ofensa se ha dirigido contra algún agente de la fuerza pública, con
prisión de uno a tres meses.

2°. Si la ofensa se ha dirigido contra un miembro del Congreso o algún
funcionario público, con prisión de un mes a un año, según la categoría de
dichas personas.
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Artículo 224. Si el hecho previsto en el artículo precedente ha sido acom-
pañado de violencia o amenaza, se castigará con prisión de tres a diecio-
cho meses.

Cualquiera que de algún otro modo y fuera de los casos previstos en el Capí-
tulo anterior, haga uso de violencia o amenaza, contra un miembro del Con-
greso o algún funcionario público, si el hecho tiene lugar con motivo de las
funciones del ofendido, será castigado con las mismas penas.

Artículo 225. Cuando alguno de los hechos previstos en los artículos pre-
cedentes se haya cometido contra algún funcionario público, no por causa
de sus funciones sino en el momento mismo de estar ejerciéndolas, se
aplicarán las mismas penas reducidas de una tercera parte a la mitad.

Artículo 226. El que de palabra o de obra ofendiere de alguna manera el
honor; la reputación, decoro o dignidad de algún cuerpo judicial, político
o administrativo, si el delito se ha cometido en el acto de hallarse consti-
tuido, o de algún magistrado en audiencia, será castigado con prisión de
tres meses a dos años.

Si el culpable ha hecho uso de violencias o amenazas, la prisión será de
seis a tres años.

El enjuiciamiento no se hará lugar sino mediante requerimiento del cuerpo
ofendido. Si el delito se ha cometido contra cuerpos no reunidos, el enjui-
ciamiento sólo se hará lugar mediante requerimiento de los miembros que
los presiden.

Este requerimiento se dirigirá al Representante del Ministerio Público
para que promueva lo conducente.

Artículo 227. En los casos previstos en los artículos precedentes, no se
admitirá al culpable prueba alguna sobre la verdad ni aun sobre la notoriedad
de los hecho o defectos imputados a la parte ofendida.

Artículo 444. El que comunicándose con varias personas reunidas o sepa-
radas, hubiere imputado a algún individuo un hecho determinado capaz de

299
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exponerlo al desprecio o al odio público, u ofensivo a su honor o reputa-
ción, será castigado con prisión de tres a dieciocho meses.

Si el delito se cometiere en documento público o con escritas, dibujos
divulgados o expuestos al público, o con otros medios de publicidad, la
pena será de seis a treinta meses de prisión.

Artículo 445. Al individuo culpado del delito de difamación no se le per-
mitirá prueba de la verdad o notoriedad del hecho difamatorio, sino en los
casos siguientes:

1°. Cuando la persona ofendida es algún funcionario público y siempre
que el hecho se le haya imputado se relacione con el ejercicio de su minis-
terio; salvo, sin embargo, las disposiciones de los Artículos 223 y 227.

2°. Cuando por el hecho imputado se iniciare o hubiere juicio pendiente
contra el difamado.

3°. Cuando el querellante solicite formalmente que en la sentencia se pro-
nuncie también sobre la verdad o falsedad del hecho difamatorio.

Si la verdad del hecho se probare o si la persona difamada quedare, por
causa de la difamación, condenada por este hecho, el autor de la difama-
ción estará exento de la pena, salvo el caso de que los medios empleados
constituyesen por sí mismos el delito previsto en el artículo que sigue.

Artículo 446. Todo individuo que en comunicación con varias personas,
juntas o separadas, hubiere ofendido de alguna manera el honor, la repu-
tación o el decoro de alguna persona, será castigado con arresto de tres a
ocho días, o multa de veinticinco a ciento cincuenta bolívares.

Si el hecho se ha cometido en presencia del ofendido, aunque esté solo, o por
medio de algún escrito que se le hubiere dirigido, o en lugar público, la pena
podrá elevarse a treinta días de prisión o quinientos bolívares de multa, y si
con la presencia del ofendido concurre la publicidad, la pena podrá elevarse
hasta cuarenta y cinco días de prisión o seiscientos bolívares de multa.

Si el hecho se ha cometido haciendo uso de los medios indicados en el
aparte del Artículo 444, la pena de prisión será por tiempo de quince días
a tres meses, o multa de ciento cincuenta a mil quinientos bolívares.
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Artículo 447. Cuando el delito previsto en el artículo precedente se haya
cometido contra alguna persona legítimamente encargada de algún servicio
público, en su presencia y por razón de dicho servicio, el culpable será
castigado con arresto de quince a cuarenta y cinco días. Si hay publicidad,
la prisión podrá imponerse de uno a dos meses.

Artículo 450. En caso de condenación por alguno de los delitos especifi-
cados en el presente Capítulo, el Juez declarará la confiscación y supre-
sión de los impresos, dibujos y demás objetos que hayan servido para
cometer el delito; y si se trata de escritos, respecto de los cuales no pudiere
acordarse la supresión, dispondrá que al margen de ellos se haga referen-
cia de la sentencia que se dicte relativamente al caso.

A petición del querellante, la sentencia condenatoria, será publicada a costa
del condenado, una o dos veces, en los diarios que indicará el Juez.

7. La demanda fue admitida el 14 de marzo de 2001 y el Juzgado de Sustan-
ciación de la Sala ordenó las notificaciones de los ciudadanos Presidente de
la Asamblea Nacional, Fiscal General de la República y Procurador General
de la República.

8. El 15 de mayo de 2001, el accionante consignó el cartel de emplazamiento,
el cual fue publicado en el diario El Universal, de la ciudad de Caracas.

9. El 14 de febrero de 2002, la Sala Constitucional declaró improcedente la
solicitud de declaratoria de mero derecho intentada.

10. El 9 de abril del mismo año tuvo lugar el acto de informes.

11. El 16 de mayo se dijo “vistos” en la presente causa, por lo que el expe-
diente fue remitido del Juzgado de Sustanciación a la Sala, con el objeto de
proferir la decisión de fondo.

12. Por último, el 15 de julio de 2003 la Sala Constitucional del Tribunal
Supremo de Justicia dictó dicha decisión.

301
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2. Argumentos de la parte actora

En síntesis, según se desprende de la sentencia bajo análisis, los argumentos
del abogado Rafael Chavero Gazdik, con el propósito de dar sustento a su
pretensión de nulidad, son los siguientes:

1. Existen en el Código Penal una serie de disposiciones que castigan con pri-
vación de libertad las expresiones ofensivas dirigidas contra los funcionarios
públicos e instituciones del Estado, las cuales suelen ser calificadas por la
doctrina como “leyes de desacato”.

2. Tales disposiciones (148 al 152; y 223 al 227 del Código Penal), a su juicio,
serían contrarias a la Constitución y a instrumentos internacionales suscritos
y ratificados por la República, además de que aparejarían efectos perversos
en el libre intercambio de ideas y entorpecerían la consolidación de un sistema
democrático y participativo de gobierno.

3. La existencia de tales artículos, dada su contrariedad con el Derecho Inter-
nacional Público, generaría responsabilidad internacional para Venezuela,
“de allí que sea necesaria su revisión y consecuente anulación”.

4. Aunado a lo anterior, además de las normas de desacato referidas, el Código
Penal (artículos 444 al 450) prevé y sanciona los delitos de difamación e inju-
ria contra funcionarios públicos, lo cual atentaría contra la libertad de expre-
sión y el libre intercambio de ideas políticas (pluralismo político), principios
básicos de un Estado democrático de Derecho.

5. Denunció que el artículo 141 del Código Penal es contrario a la libertad de
expresión, pues castigaría “una de las formas más tradicionales y contunden-
tes de crítica política, esto es, la destrucción de la Bandera Nacional u otros
emblemas de la República”.

6. Expresó que todas las disposiciones impugnadas han sido declaradas con-
trarias al artículo 13 de la Convención Americana de Derechos Humanos,
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porque crean el efecto disuasivo de cohibir el debate político y la crítica de la
actuación de los funcionarios públicos, lo cual ha sido considerado “el núcleo
esencial e impenetrable del derecho a la libertad de expresión”.

7. Resultarían contrarios a la Convención tales artículos ya que, además de
imponer penas privativas de libertad —lo cual, según afirmó, se ha considerado
incompatible con la libertad de expresión—, estarían dirigidos a coartar el
debate político, la crítica a los funcionarios, así como el compromiso demo-
crático de que la discusión pública de tales asuntos “sea ilimitada, robusta y
abierta, lo que incluye también vehementes, casuísticos y hasta implacenteros
ataques contra el gobierno y sus empleados oficiales”.

8. Arguyó que las leyes de desacato, según el Informe Anual de la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos, correspondiente a 1994, son incom-
patibles con el artículo 13 de la Convención Americana de Derechos Huma-
nos, por reprimir la necesaria libertad para el funcionamiento de una sociedad
democrática. Expuso a continuación, que en el mencionado informe, la
Comisión Interamericana estableció que las leyes de desacato que aún están
vigentes en algunos países del hemisferio “constituyen una restricción ilegí-
tima de la libertad de expresión y no son necesarias para asegurar el orden
público en una sociedad democrática, de allí que recomienda su derogación o
adecuación a los instrumentos internacionales”.

9. En refuerzo de lo expuesto, el informe de 1994 manifiesta que las leyes de
desa cato otorgan a los funcionarios públicos un derecho a la protección que no
disponen los demás integrantes de la sociedad, por lo cual serían discriminatorias.

10. Sobre las recomendaciones hechas por la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos a los miembros de la Organización de los Estados Ameri-
canos, argumentó que son obligatorias para éstos, tal y como lo habría dicta-
minado la Corte Interamericana de Derechos Humanos en casos precedentes.
En tal sentido, apuntó la imperiosa necesidad de que la Sala Constitucional
del Tribunal Supremo de Justicia haga cumplir tales recomendaciones, cosa
que no ha hecho el Legislador.

303
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11. Adujo la violación de los artículos 2, 57 y 58 de la Constitución de la
República Bolivariana de Venezuela6, pues los artículos cuya nulidad solicitó
tendrían por única finalidad sancionar cualquier expresión dirigida contra
servidores del Estado, o contra determinadas instituciones, en el caso de que
éstos se consideren ofendidos o irrespetados. Refirió que, en definitiva, cual-
quier crítica o juicio sobre las funciones del Estado podría ser sancionada con
penas privativas de libertad.

12. Expuso que, con base en la doctrina de la actual malice7, según la cual se
establece un estándar sumamente riguroso para la procedencia de las reclama-

6 Artículo 2. “Venezuela se constituye en un Estado democrático y social de Derecho y
de Justicia, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico y de
su actuación, la vida, la libertad, la justicia, la igualdad, la solidaridad, la democracia,
la responsabilidad social y en general, la preeminencia de los derechos humanos, la
ética y el pluralismo político”. 
Artículo 57. “Toda persona tiene derecho a expresar libremente sus pensamientos, sus
ideas u opiniones de viva voz, por escrito o mediante cualquier otra forma de expre-
sión, y de hacer uso para ello de cualquier medio de comunicación y difusión, sin que
pueda establecerse censura. Quien haga uso de este derecho asume plena responsabi-
lidad por todo lo expresado. No se permite el anonimato, ni la propaganda de guerra,
ni los mensajes discriminatorios, ni los que promuevan la intolerancia religiosa.
Se prohíbe la censura a los funcionarios públicos o funcionarias públicas para dar
cuenta de los asuntos bajo sus responsabilidades”.
Artículo 58. “La comunicación es libre y plural, y comporta los deberes y responsa-
bilidades que indique la ley. Toda persona tiene derecho a la información oportuna,
veraz e imparcial, sin censura, de acuerdo con los principios de esta Constitución, así
como a la réplica y rectificación cuando se vea afectada directamente por informacio-
nes inexactas o agraviantes. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a recibir
información adecuada para su desarrollo integral”.

7 Tal estándar de culpabilidad proviene de la Corte Suprema de Justicia de los Estados
Unidos de América, la cual, en el famoso caso New York Times Co. v. Sullivan [376
U.S. 254 (1964)], señaló que, en los casos de demandas promovidas por funcionarios
públicos contra ciudadanos que, presuntamente, los hubieren difamado en el ejercicio
de sus cargos, dichos funcionarios tendrían la carga de probar “that the statement was
made with… knowledge that it was false or with reckless disregard of wheter it was false
or not”. El extracto es del fallo citado y fue tomado directamente de Freedom of
Expression in the Supreme Court. The Defining Cases, Terry Eastland Editor,
Rowman & Littlefield Publishers, Maryland, 2000, p. 158.

ciencias juridicas1_Revista jurídica  17/12/12  13:02  Página 304



La sentencia N° 1942/2003 de 15 de julio y la libertad…

ciones civiles, derivadas de difamación o injuria, intentadas por funcionarios
públicos, con mayor razón resulta intolerable la privación de libertad para san-
cionar “la simple crítica en el desempeño de tareas públicas”. Sobre el punto,
aseveró que existen mecanismos menos drásticos que protegen el honor y la
reputación de los funcionarios públicos, como serían el ejercicio del derecho
a réplica o la interposición de demandas por daños y perjuicios.

13. Estimó que el honor y la reputación de un funcionario público no podría
estar por encima del derecho constitucional a expresarse libremente. En cone-
xión con esto, alegó que los agentes del Estado acceden voluntariamente a sus
cargos, lo que, a su juicio, trae aparejada la posibilidad de ser cuestionado
públicamente en el desempeño de los mismos; aunado al hecho de que dichos
funcionarios disponen de un amplio acceso a los medios de comunicación
social para rebatir informaciones u opiniones difundidos en su contra.

14. Con relación al artículo 445 del Código Penal, expresó que prevé la
exceptio veritatis8, la cual, en vez de fungir como garantía para la libertad
de expresión, trae consigo el efecto de disuadir (chilling effect) la emisión de
informaciones, por el temor a represalias judiciales, en el caso de que lo in -
for mado no resulte cierto, lo cual es bastante posible.

15. Manifestó que los delitos de difamación e injuria, para las expresiones des-
tinadas a cuestionar asuntos públicos, resulta inconstitucional pues conllevan a
las mismas consecuencias que las leyes de desacato y, por ello, solicitó que fue-
se declarada tal inconstitucionalidad o, en lo alternativo, que los artículos que
los establecen fuesen interpretados conforme a la Constitución, con efectos
erga omnes y vinculantes, en atención al principio de la actual malice.

16. Con relación al delito previsto y sancionado por el artículo 141 del Código
Penal, incorporado en el capítulo relativo a los delitos de traición a la patria
y otros delitos contra ésta, y cuyo bien jurídico tutelado sería el respeto a los
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8 Eccezione di verità. Eccezione per respingere l’accusa di diffamazione. Cfr. Edoardo
Mori. Dizionario dei Termini Giuridici e dei Brocardi Latini. Piacenza: Casa Editrice
La Tribuna, Quarta Edizione, 2001, p. 164.
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símbolos patrios, expuso que en ocasiones una conducta llamativa, o incluso
agresiva, “dicen más que miles o millones de palabras”, y que la mejor forma de
estimular el respeto hacia los símbolos patrios no es castigando su destrucción
mediante medidas privativas de libertad, sino a través de la persuasión de que se
actúa equivocadamente. Finalmente, opinó que penalizar la destrucción de tales
símbolos “no es otra cosa que penalizar el disentimiento de ideas políticas, pues
detrás de la defensa de sentimientos nacionales o los símbolos patrios, se esconde
la defensa de una determinada postura política.

3. Conclusiones escritas de la Asamblea Nacional

Del escrito de conclusiones presentado por los representantes judiciales de
la Asamblea Nacional, reseñado en la sentencia, se extraen los argumentos
que siguen:

1. Sería una impropiedad por parte del accionante afirmar que la interpreta-
ción de la Convención Americana sobre Derechos Humanos realizada por la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en su informe anual de
1994, integra dicho instrumento internacional y, por ende, cuenta con rango
constitucional y fuerza prevalente en el derecho interno, con fundamento en
el artículo 23 de la Constitución. En tal sentido, señaló que ni siquiera en el
sistema interamericano de protección de los derechos humanos, las recomen-
daciones de la Comisión tienen obligatoriedad.

2. La recomendación relativa a la derogación de las leyes de desacato no puede
ser considerada como una interpretación autorizada por el artículo 62.3 de la
Convención Americana, pues es a la Corte Interamericana de Derechos Humanos
a quien compete interpretar, con carácter vinculante, los derechos consagrados en
la Convención, así como determinar los posibles incumplimientos por parte de
los Estados signatarios. Al respecto, expresó que si, en todo caso, la Comisión
considera que las normas de desacato contravienen lo dispuesto por el artículo 13
de la Convención, con base en el artículo 61 eiusdem, se hallaría obligada a
plantear el caso ante la Corte, lo cual no habría hecho.
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3. Las normas penales sobre destrucción de símbolos patrios, difamación e
injuria no tienen por finalidad colocar al margen de la crítica la acción del
gobierno, o a los funcionarios públicos. Tales disposiciones tienen por norte
proteger bienes jurídicos como la auctoritas y la dignitas de ciertas institu-
ciones y, por otra parte, proteger el honor de sus eventuales titulares.

4. Manifestó que mal podría sostenerse que la falta de sanción penal de
expresiones degradantes y vejatorias contribuye a la elevación y efectividad
del debate político, o que ello obrare en obsequio del pluralismo político, ya
que tales expresiones disminuyen la credibilidad popular en las instituciones
democráticas y desestimulan la participación ciudadana en los asuntos públicos,
lo cual es un derecho y un deber constitucional.

5. Adujo que si las normas penales de difamación e injuria se interpretaran en
clave excluyente de los funcionarios públicos, como pretende el accionante,
se afectaría el derecho a la igualdad, reconocido por el artículo 21 de la Cons-
titución de la República Bolivariana de Venezuela, pues se privaría a éstos de
la protección al honor y a la reputación, acordada por el ordenamiento jurídico
al resto de los ciudadanos.

4. Consideraciones de la Sala Constitucional del Tribunal
Supremo de Justicia para decidir y sus críticas9

1. Algunas puntualizaciones de la Sala sobre el Derecho Internacional Público.

1.1. Para la Sala Constitucional, el sistema internacional en el que vivimos,
desde sus orígenes en el siglo XVI, tiene como principios existenciales los
siguientes:

a. La coexistencia en el globo terráqueo de un conjunto de Estados soberanos
por definición;

307

9 Los argumentos de la parte motiva de la decisión los he reordenado para mejores fines
expositivos. Mis puntos críticos he intentado colocarlos en pies de página.
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b. La existencia de un sistema jurídico generado entre ellos, cuyas normas
solo son obligatorias en la medida en que no menoscaben dicha soberanía,
aun cuando hayan sido adoptadas entre ellos voluntariamente10.

1.2. Por otra parte, dado que la sociedad internacional como sistema de Estados
soberanos carece de órgano jurisdiccional central omnicompetente, las decisio-

10 Tal afirmación de la soberanía, como principio rector del Derecho Internacional
Público, no tiene pertinencia en el mundo contemporáneo y responde a una concep-
ción autoritaria del poder, que en nada refleja el avance de por lo menos cinco siglos
de historia. Cfr. Luigi Ferrajoli, “La Soberanía en el Mundo Moderno”, en Derechos
y Garantías, Madrid: Editorial Trotta, Segunda Edición, 2001, p. 145 y ss.: “La Carta
de la ONU marca, pues, el nacimiento de un nuevo derecho internacional y el final del
viejo paradigma —el modelo de Westfalia— difundido tres siglos antes tras el final
de la anterior guerra europea de los treinta años. Representa un auténtico pacto social
internacional —histórico y no metafórico, acto constituyente efectivo y no mera hipó-
tesis teórica o filosófica— por medio del cual el derecho internacional se transforma
estructuralmente, dejando de ser un sistema pacticio, basado en tratados bilaterales
inter pares, y convirtiéndose en un auténtico ordenamiento jurídico supraestatal: ya
no un simple pactum asociationis, sino además un pactum subiectionis” (p. 145). “La
soberanía, que había quedado vacía de contenido hasta disolverse en su dimensión
interna con el desarrollo del Estado constitucional de Derecho, decae también en su
dimensión externa en presencia de un sistema de normas internacionales que pueden
ser caracterizadas como ius cogens, es decir como derecho inmediatamente vinculan-
te para los Estados miembros” (p. 145). “Al menos desde la perspectiva de la teoría
del derecho la soberanía se ha revelado como un pseudos-concepto o, peor aun, como
una categoría anti-jurídica. Tanto en su dimensión interna como en la externa su crisis,
podemos afirmar ya, se origina en el momento que entra en contacto con el derecho,
pues ella misma es la negación del derecho, al igual que el derecho es su negación. 
Y es que la soberanía es la ausencia de límites y reglas, es decir, lo contrario de lo que
caracteriza el derecho. De modo que la historia jurídica de la soberanía es la historia
de la antinomia entre dos términos —derecho y soberanía— lógicamente incompati-
bles e históricamente enfrentados entre sí” (p. 147). Tampoco es cierto lo afirmado en
el sentido que aun pactada entre Estados una determinada norma, la misma será reco-
nocida como obligatoria únicamente si es respetuosa de la soberanía. En primer lugar,
ello es un absurdo pues si entre pares se comprometen es para cumplir y por ello el
pacta sunt servanda es un principio capital en el Derecho Internacional. En segundo
lugar, dado el dudoso uso que del término soberanía se hace, parece desprenderse que,
al fin y al cabo, todo pacto suscrito entre sujetos de Derecho Internacional Público es
relajable por voluntad de dichos sujetos.
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nes de los órganos judiciales internacionales existentes, institucionales o ad hoc
(arbitrales), de carácter sectorial, para su ejecución en el Estado destinatario,
no pueden obviar (impunemente, dice la Sala) la soberanía nacional de estos.
Esto significa que, para su ejecución, los fallos deben atravesar el sistema
jurídico interno que, sólo en el caso de que la sentencia no vulnere principios
y normas constitucionales, podría darle pasavante y proceder a su cumpli-
miento. En caso de menoscabo de la Constitución, es posible sostener que,
aun en esta hipótesis, no hay lugar a responsabilidad internacional por la ineje-
cución del fallo, por cuanto éste atenta contra uno de los principios existenciales
del orden internacional, como es el debido respeto a la soberanía estatal11.

2. Sobre la naturaleza de los órganos jurisdiccionales internacionales, el valor
de sus decisiones y su ejecución en Venezuela.

2.1. Según la Sala, dichos órganos se dividen en:

2.1.1. Supranacionales, “cuyas decisiones de cualquier clase se ejecutan for-
zosamente en los países signatarios de los Convenios que los crean, quienes
al suscribirlos ceden en alguna forma su soberanía y de allí que la ejecución
de los fallos sea incondicional”. Coloca como único ejemplo las decisiones
jurisdiccionales internacionales, en materia de integración latinoamericana

309

11 Semejante argumento es incorrecto desde el punto de vista internacional, que es según
el cual se dictaminará si existe o no responsabilidad internacional por la inejecución
de un fallo. En todo caso, bueno es recordar que el cumplimiento de las obligaciones
internacionales es independiente de las disposiciones internas de los Estados, pues rige,
como señalé, el principio pacta sunt servanda. Inclusive, ya la jurisprudencia interna-
cional ha fijado que “Un Estado no puede invocar frente a otro su propia Constitución
para sustraerse a las obligaciones que le impone el derecho internacional o los tratados
en vigor” (Corte Permanente de Justicia Internacional, caso: Trato de los Súbditos Pola-
cos en Dantzig, 1932). Charles Rousseau señala que el precitado criterio de la Corte
Permanente de Justicia Internacional es un argumento a favor de la superioridad del
derecho internacional frente al derecho interno. V. Derecho Internacional Público,
trad. de Fernando Jiménez Artigues, Barcelona, Ariel:  Tercera Edición, 1966, p. 372:
“Importa no subestimar este principio, porque consagra de modo terminante la supe-
rioridad del derecho internacional sobre el derecho interno”.
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y caribeña, así como también la previsión del referendo consultivo para las
materias que pudieran afectar la soberanía venezolana12.

Entiende la Sala que, fuera de las áreas explícitamente señaladas por la Consti-
tución, como la integración latinoamericana y caribeña, “la soberanía nacional
no puede sufrir distensión alguna por mandato del artículo 1 constitucional, que
establece como derechos irrenunciables de la Nación: la independencia, la
libertad, la soberanía, la integridad territorial, la inmunidad y la autodetermi-
nación nacional”.

2.1.2. Multinacionales y Transnacionales, “que nacen porque varias naciones,
en determinadas áreas, escogen un tribunal u organismo común que dirime los

12 Artículo 73. “Serán sometidos a referendo aquellos proyectos de ley en discusión por
la Asamblea Nacional, cuando así lo decidan por lo menos las dos terceras partes de
los o las integrantes de la Asamblea. Si el referendo concluye en un sí aprobatorio,
siempre que haya concurrido el veinticinco por ciento de los electores y electoras
inscritos e inscritas en el registro civil y electoral, el proyecto correspondiente será
sancionado como ley.
Los tratados, convenios o acuerdos internacionales que pudieren comprometer la
soberanía nacional o transferir competencias a órganos supranacionales, podrán ser
sometidos a referendo por iniciativa del Presidente o Presidenta de la República en
Consejo de Ministros; por el voto de las dos terceras partes de los o las integrantes de
la Asamblea; o por el quince por ciento de los electores o electoras inscritos e inscritas
en el registro civil y electoral”.
Artículo 153. “La República promoverá y favorecerá la integración latinoamericana y
caribeña, en aras de avanzar hacia la creación de una comunidad de naciones, defen-
diendo los intereses económicos, sociales, culturales, políticos y ambientales de la
región. La República podrá suscribir tratados internacionales que conjuguen y coor-
dinen esfuerzos para promover el desarrollo común de nuestras naciones, y que garan-
ticen el bienestar de los pueblos y la seguridad colectiva de sus habitantes. Para estos
fines, la República podrá atribuir a organizaciones supranacionales, mediante trata-
dos, el ejercicio de las competencias necesarias para llevar a cabo estos procesos de
integración. Dentro de las políticas de integración y unión con Latinoamérica y el
Caribe, la República privilegiará relaciones con Iberoamérica, procurando sea una
política común de toda nuestra América Latina. Las normas que se adopten en el marco
de los acuerdos de integración serán consideradas parte integrante del ordenamiento
legal vigente y de aplicación directa y preferente a la legislación interna”.

ciencias juridicas1_Revista jurídica  17/12/12  13:02  Página 310



La sentencia N° 1942/2003 de 15 de julio y la libertad…

litigios entre ellos, o entre los países u organismos signatarios y los particulares
nacionales de esos países signatarios”. Colocó como ejemplos de los mismos a
los Tribunales de Arbitraje dependientes del Centro Internacional de Arreglo de
Diferencias Relativas a Inversiones (previstos en la Ley Aprobatoria del Convenio
sobre Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales
de otros Estados) y a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, cuyas deci-
siones habrán de ser ejecutadas según las normas de cada país, constituyéndose
así el ejecutor en el custodio de la constitucionalidad. Al respecto, apuntó:

Mientras existan estados soberanos, sujetos a Constituciones que les crean el
marco jurídico dentro de sus límites territoriales y donde los órganos de
administración de justicia ejercen la función jurisdiccional dentro de ese
Estado, las sentencias de la justicia supranacional o transnacional para ser
ejecutadas dentro del Estado, tendrán que adaptarse a su Constitución. Pre-
tender en el país lo contrario sería que Venezuela renunciara a la soberanía.

2.1.3. Tribunales Internacionales, “que ejercen la jurisdicción para resolver
litigios, al menos entre dos países, lo que los separa de los del número ante-
rior, pero sus fallos, de ejecutarse en Venezuela, se harán por los Tribunales
Venezolanos y por sus normas, lo que elimina la posibilidad de que un fallo
inconstitucional se puede ejecutar en Venezuela”13.

2.2. Como vemos, la validez que la Sala otorga a las decisiones de los órga-
nos jurisdiccionales internacionales, salvo en caso de los fallos de los tribu-
nales relacionados con la integración comunitaria andina y caribeña, es una
validez a priori,  desvirtuable siempre por el juez nacional que habrá de ejecutar
sólo aquello que repute constitucional, lo cual, a nuestro juicio, generaría un
quebrantamiento de la confianza legítima sobre Venezuela, en el marco de
sus relaciones internacionales; nada positivo, pues.

311

13 Si comprendo bien la distinción, entre los Tribunales Internacionales tendríamos que
incluir, por ejemplo, a la Corte Internacional de Justicia. Lo que no me queda claro es si,
por ejemplo, dicha Corte, a petición de partes, fijara los límites territoriales entre Vene-
zuela y Brasil, y dicho fallo fuera, a entender de la Sala, contrario a la Constitución.
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3. Sobre el espíritu y alcance del artículo 23 de la Constitución de la República
Bolivariana de Venezuela, las competencia que ostentaría la Sala Constitucional
para determinar cuáles tratados sobre derechos humanos tienen aplicación
preferente en el país, y la comparación de dicho artículo con los referidos a la
integración latinoamericana y caribeña.

3.1. El artículo 23 del Texto Fundamental, a la letra, dispone lo siguiente:

Artículo 23. Los tratados, pactos y convenciones relativos a derechos
humanos, suscritos y ratificados por Venezuela, tienen jerarquía constitu-
cional y prevalecen en el orden interno, en la medida en que contengan
normas sobre su goce y ejercicio más favorables a las establecidas por esta
Constitución y en las leyes de la República, y son de aplicación inmediata
y directa por los tribunales y demás órganos del Poder Público.

3.2. A juicio de la Sala, tres requisitos son necesarios que concurran para la
aplicación del artículo transcrito: i) que se trate de derechos humanos aplicables
a las personas naturales; ii) que se trate de normas que establezcan derechos,
no a fallos o dictámenes de instituciones, resoluciones de organismos, etc., pres-
critos en los Tratados, sino sólo a normas creativas de derechos humanos14; y iii)
que corresponde a la misma Sala Constitucional, “muchas veces ante antino-
mias o situaciones ambiguas entre los derechos contenidos en los instrumentos
internacionales señalados y la Constitución”, interpretar cuál es la disposición
más favorable.

3.3. Sobre el último requisito mencionado, el órgano jurisdiccional señaló
que su competencia en la materia, que emana de la propia Constitución, no
podría quedar disminuida por normas de carácter adjetivo contenidas en Tra-
tados ni en otros textos Internacionales sobre Derechos Humanos suscritos
por el país, que permitan a los Estados partes del Tratado consultar a organis-
mos internacionales acerca de la interpretación de los derechos referidos en

14 La acepción “creativas de derechos” puede chocar con determinadas concepciones
sobre el fundamento de los Derechos Humanos, según las cuales los instrumentos
jurídicos se limitan a reconocer derechos preexistentes, y no a crearlos.
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la Convención o Pacto, como se establece en el artículo 64 de la Ley Aproba-
toria de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ya que, de ello
ser posible, “se estaría ante una forma de enmienda constitucional en esta
materia, sin que se cumplan los trámites para ello, al disminuir la competencia
de la Sala Constitucional y trasladarla a entes multinacionales o transnacionales
(internacionales), quienes harían interpretaciones vinculantes”15.

3.4. Como hemos venido expresando, al inicio, la Sala no juzgó contraria a la
Constitución el relajamiento de la soberanía por las decisiones vinculantes
que adoptaran los tribunales comunitarios andinos y caribeños, pues tales
medidas se adoptarían en el marco de un proceso en el que “la soberanía esta-
tal ha sido delegada, total o parcialmente, para construir una soberanía global
o de segundo grado, en la cual la de los Estados miembros se disuelve en aras
de una unidad superior”. No obstante ello, señaló que “incluso mientras sub-
sista un espacio de soberanía estatal en el curso de un proceso de integración
y una Constitución que la garantice, las normas dictadas por los órganos

313

15 El argumento de la Sala me parece que funciona de la manera siguiente: i) Como las
normas sustantivas relativas a los Derechos Humanos contenidas en los tratados fir-
mados y ratificados por la República tienen rango constitucional y posible prevalencia
en el ordenamiento jurídico venezolano, si la propia Sala determina que resultan más
favorables a las personas que las contenidas en el derecho interno; y ii) Como, de con-
formidad con lo dispuesto por el artículo 335 de la Constitución, las interpretaciones
que establezca la Sala Constitucional sobre el contenido o alcance de las normas y
principios constitucionales son vinculantes para las otras Salas del Tribunal Supremo
de Justicia y demás tribunales de la República; entonces iii) No es admisible que otro
órgano jurisdiccional, distinto de la Sala Constitucional, sea interno o externo, inter-
prete obligatoriamente para Venezuela las disposiciones contenidas en dichos instru-
mentos internacionales (incluida la Corte Interamericana de Derechos Humanos que,
con fundamento en los artículos 62 y 64 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos, tiene competencia consultiva vinculante, a solicitud de los Estados miem-
bros de la Organización de Estados Americanos), pues ello supondría una modifica-
ción al régimen competencial establecido en la Carta Magna, sin el trámite previsto
en la misma. El propósito de tal razonamiento de la Sala parece tener por fin, a nues-
tro juicio, congruente con su apreciación de la soberanía, reservarse la exclusividad
de la exégesis de los instrumentos internacionales sobre la protección de los derechos
fundamentales con el objeto, a su vez, de rechazar cualquier interpretación o sanción
desfavorable al Estado venezolano en la materia, lo cual nos parece peligroso.
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legislativos y judiciales comunitarios no podrían vulnerar dicha área constitu-
cional, a menos que se trate de una decisión general aplicable por igual a todos
los Estados miembros, como pieza del proceso mismo de integración”16.

3.5. Nos parece que, en todo caso, la intención de la decisión 1942/2003 fue
excluir del escrutinio internacional, específicamente del sistema interameri-
cano, el tema del respeto de los derechos humanos, ya que para el caso de la
integración económica no previó un control previo de las decisiones de los
órganos jurisdiccionales, ni posibilidad alguna —salvo el comentario arriba
citado— de evadir la ejecución de dichas decisiones, lo cual sí hizo con el
caso de las decisiones internacionales, jurisdiccionales o no, relativas al tema
de los derechos fundamentales. A mi juicio, al artículo 23 de la Carta Magna
no se le dio un trato similar y, mediante una distinción entre normas sustanti-
vas y normas adjetivas —que no contiene dicho artículo— se entendieron
fuera del radio de protección de la norma las decisiones, recomendaciones u
otros mecanismos de control de los derechos fundamentales, realizados por
órganos reconocidos por Venezuela, quien voluntariamente acepta su autori-
dad, mediante la firma y ratificación de los instrumentos que los contemplan.

4. Sobre el alcance de las recomendaciones de la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos y, en concreto de su Informe anual de 1994, en el que
exhorta a derogar las leyes de desacato.

4.1. La Sala, como consecuencia lógica de sus precedentes argumentos, al negar
validez a las decisiones jurisdiccionales internacionales, “con mayor razón […]
rechaza las declaraciones de esos organismos que no se corresponden a dis-
positivos de fallos, sentencias u otro tipo de providencia jurisdiccional, como
lo son recomendaciones, advertencias y manifestaciones similares”.

16 Aparte que no entendemos cómo es posible que se le dé preferencia a normas sobre la
integración económica de los Estados por encima de aquéllas otras destinadas a un
mejor ejercicio de los derechos humanos, nos parece un verdadero galimatías el razo-
namiento de la Sala, pues, según el argumento inmediatamente transcrito, también el
proceso de integración debe respetar la soberanía venezolana, salvo que se trate de
una decisión invasiva en la soberanía de todos los Estados involucrados, lo cual no es
comprensible ya que el alegato de la soberanía siempre es particularista y excluyente.

ciencias juridicas1_Revista jurídica  17/12/12  13:02  Página 314



La sentencia N° 1942/2003 de 15 de julio y la libertad…

4.2. Sobre el punto, destacó que tales recomendaciones pretenden burlar la
soberanía, al no cumplir con la exigencia del agotamiento de los recursos
internos disponibles en Venezuela.

4.3. También manifestó que, de conformidad con el artículo 41 b) de la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos, la Comisión Interamericana
tiene entre sus funciones y atribuciones formular recomendaciones a los Esta-
dos Miembros para que adopten medidas progresivas en favor de los derechos
humanos “dentro del marco de sus leyes internas y sus preceptos constitucio-
nales”. Sobre tal norma, la Sala agregó que:

Si lo recomendado debe adaptarse a la Constitución y a las leyes de los
Estados, es porque ello no tiene naturaleza obligatoria, ya que las leyes
internas o la Constitución podrían colidir con las recomendaciones17.

4.4. Expresó que, aun cuando las recomendaciones de la Comisión deben ser
ponderadas en lo posible por los Estados miembros, tales recomendaciones no
están sujetas a plazos y, por tanto, mientras el ajuste se realiza, “las leyes vigen-
tes que no colidan con la Constitución o, según los tribunales venezolanos, con
los derechos humanos contemplados en las Convenciones Internacionales,
siguen siendo aplicables hasta que sean declaradas inconstitucionales o dero-
gadas por otras leyes”18.

315

17 Cuando el artículo 41 b) se refiere a las constituciones y leyes, lo que quiere decir es
que lo recomendado habrá de ser implementado conforme a las normas de competen-
cia y procedimentales establecidas en cada derecho interno. En todo caso, más justi-
ficada es la recomendación si su objeto colide con el derecho interno, pues el fin de
la norma es, precisamente, que los Estados adecuen sus ordenamientos al marco inter-
nacional de protección de los derechos humanos. Además, en una sociedad democrá-
tica es no sólo un derecho, sino también un deber, participar en los debates públicos y
criticar, así sea de forma vehemente, la actividad del Estado, con el objeto de su pau-
latino perfeccionamiento. Es inaceptable que se entienda, menos aún en una “socie-
dad democrática, participativa y protagónica, multiétnica y pluricultural”, como lo
prevé el preámbulo del Texto Fundamental, que la política pertenece exclusivamente
a la esfera de los miembros de partidos políticos.

18 Este argumento es auto-contradictorio: las recomendaciones deben ser tomadas en con-
sideración por los Estados miembros, mas, como las mismas no están sujetas a términos,
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4.5. Finalmente, en un tono bastante airado, la Sala afirmó que las recomenda-
ciones “tienen lugar en un tiempo determinado y, por lo regular, son producto
de los burócratas de los derechos humanos19 que en ese tiempo conforman la
Comisión”, y desestimó la concreta recomendación el lo atinente a las leyes
de desacato, en los términos que siguen:

A juicio de esta Sala, las recomendaciones de la Comisión sobre las leyes
de desacato, persiguen frenar la persecución política proveniente del Poder
Público, pero para nada toma en cuenta la posibilidad de que dentro de
una sociedad se expresen y comuniquen pensamientos e ideas, provenien-
tes del poder económico privado o de grupos políticos que, actuando
como un cartel limitante de la pluralidad, que es la base de la libertad de
expresión, conformen un bloque o matriz de opinión que busque debilitar
las instituciones del Estado para fines propios o ajenos, si es que obran en
confabulación con Estados o grupos económicos, políticos, religiosos o
filosóficos extranjeros o transnacionales, y que tal debilitamiento y hasta
parálisis de las instituciones se adelante mediante ataques persistentes,
groseros, injuriosos, desmedidos y montados sobre falacias, contra los
entes que conforman el tejido institucional del país.

Dichas instituciones no pueden quedar inermes ante este abuso de la liber-
tad de expresión, y ello hace —al menos para el caso venezolano— que la
realidad impida una derogatoria de las “leyes de desacato” que, en alguna
forma, sirven de valla ante el abuso e irrespeto de la libertad de expresión
y ante esa situación que pone en peligro al propio Estado, y hasta podrían
incidir sobre la independencia del país las recomendaciones que produz-
can esos efectos no pueden ser vinculantes para Venezuela20.

toda la legislación seguirá vigente hasta tanto lo consideren las autoridades internas.
La recomendación es, pues, inocua. Sin más, otro argumento antijurídico —en los tér-
minos de Ferrajoli—, otro argumento de soberanía.

19 Obviamente, se emplea una concepción peyorativa del término “burócrata”.
20 Así, no más, contrariando la tendencia doctrinaria internacional, en Venezuela, las

leyes de desacato están justificadas pues el Poder Público es víctima de distintos grupos
sociales que ponen en jaque la institucionalidad democrática. La regla es, a juicio de
la Sala, el abuso de la libertad de expresión.
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5. Sobre la libertad de expresión y sus límites: responsabilidad a posteriori,
censura previa, razones de seguridad nacional, orden público, disminución de la
moral pública y la flexibilización de los estándares en el exclusivo caso de
que se trate de políticos de profesión.

5.1. En el ánimo de la Sala, la libertad de expresión no es un derecho absoluto
y se encuentra sometido a responsabilidades en su ejercicio. Lamentablemente,
a mi juicio, emplea un ejemplo que la hace deslucir un poco:

Se trata de un derecho constitucional que no es absoluto, ya que según la
propia norma, quien lo ejerce, asume plena responsabilidad por todo lo
expresado, y de allí que las Constituciones, por lo general, reconozcan la
inmunidad parlamentaria, tal como lo hace la vigente en el artículo 200,
para eximir de responsabilidad la libertad de expresión de los diputados 
o miembros de parlamentos21.

5.2. Para la Sala Constitucional, las normas que contemplen responsabilidad,
salvo casos como el colocado por supuesto, por las expresiones emitidas, se
reputan conformes con la Constitución. De hecho, del fallo se colige, como
se verá, que a mayor responsabilidad exigida por las informaciones u opiniones
expresadas, mayor sería la constitucionalidad de dichas normas.

5.3. Respecto de las restricciones a la libertad de expresión, la Sala analiza el
artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y los artícu-
los 57 y 58 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. Su
razonamiento es el siguiente:

5.3.1. El artículo 13.2 de la Convención dispone que el ejercicio de la libertad
de expresión genera responsabilidades, a posteriori, en los casos de: i) afec-
tación al respeto o a la reputación de los demás; ii) afectación a la seguridad

317

21 La contradicción en los términos es obvia. Expresarse genera responsabilidades, espe-
cialmente en los parlamentarios que, en razón de la inmunidad parlamentaria, no son
responsables por lo que dicen. Por lo tanto, la libertad de expresión de los Diputados
a la Asamblea Nacional es absoluta.
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nacional; iii) atentados contra el orden público; iv) perjuicios a la salud; v)
ataques a la moral pública; vi) la propaganda de guerra, y vii) la apología del
odio nacional, racial o religioso, que constituyan incitaciones a la violencia o
a cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de per-
sonas. En los siete supuestos, dijo la Sala, los Estados parte podrían legislar
para reglamentar el establecimiento de tales responsabilidades.

5.3.2. El artículo 13.2 de la Convención colide “en cierta forma” con los artícu-
los 57 y 58 de la Constitución venezolana, ya que éstos no toleran la censura,
en coincidencia con el artículo 13, mas, también, prohíben el anonimato, la
propaganda de guerra, los mensajes discriminatorios, los que promuevan la in -
tolerancia religiosa, “sin diferenciar, al no prohibirla, en qué oportunidad se
impedirá su difusión”. Por lo tanto, la Sala declaró que la Constitución era más
beneficiosa “para los derechos humanos de la colectividad” que la Convención
Americana en tales materias, porque la ley podría prever la censura previa para
ser efectuada por los órganos jurisdiccionales22.

5.4. Sobre las limitaciones a la libertad de expresión, enfatizó además que:

5.4.1. Las normas que tipifican los delitos de difamación e injuria contra las
personas no violan la Constitución, incurriendo, quien se exprese, en responsa-
bilidad penal, sin que pueda considerarse que el artículo 13 de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, en general, “proteja a quien con su
conducta infrinja las normas protectoras de la reputación de los demás”.

5.4.2. Con relación a la protección de la seguridad nacional, o seguridad de la
nación, adujo que toda expresión que busque debilitar a las Fuerzas Armadas
y a los órganos de seguridad ciudadana, como elementos de la seguridad de
la nación, con base en los artículos 323, 325 y 326 constitucionales, pueden
producir responsabilidades legales.

22 Bajo ningún concepto puede considerarse que la censura previa es más beneficiosa
para una armonización de los derechos fundamentales.
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5.4.3. También dispuso que la protección de la salud, física o mental, permite
exigir responsabilidades a quien abusando de la libertad de expresión, incite al
consumo de sustancias de cualquier clase que dañen la salud, o que debilite o
enerve campañas sanitarias, o que atente contra la salud mental de la población
o de sectores de ella y hasta de particulares, generando histeria, odio, depre-
siones, sentimientos de intolerancia, adicciones y otros sentimientos afines.

5.5. La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, como lo hizo
explícito desde que, párrafos antes, se pronunció sobre la inmunidad parla-
mentaria, señaló que las responsabilidades por la emisión de informaciones o
informaciones relativas a los asuntos del Estado, en atención al principio de
pluralismo político recogido en el artículo 2 constitucional, podrían ser flexi-
bilizadas y ponderadas.

Pero la Sala acota que la flexibilización funciona con quienes forman par-
te de partidos o movimientos políticos que, de una u otra forma, intervie-
nen en los comicios que se celebran nacional o localmente, mas no con
respecto a difamadores de oficio, o de cualquier otra índole23.

6. Análisis de constitucionalidad de las normas impugnadas.

6.1. Respecto de los artículos 148 y 149 del Código Penal, declaró que los mis-
mos establecen responsabilidades individuales para quienes ofendan a los fun-
cionarios mencionados, y que contienen una doble protección: a la persona
humana y al cargo, con el fin de no debilitar al Estado. También mencionó que: 

Las expresiones y mensajes que buscan que las personas públicas, señaladas en
ambas normas, cumplan con sus deberes legales no pueden ser consideradas
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23 A nuestro juicio, tal criterio es discriminatorio y, en consecuencia, contrario a lo dis-
puesto por el artículo 21 de la Constitución venezolana, que garantiza el derecho a la
igualdad. No es posible que al resto de los ciudadanos que no ejercen la política como
profesión y formulen abiertamente sus críticas contra los funcionarios públicos o ins-
tituciones del Estado se les califique, sin más, como “difamadores de oficio, o de
cualquier otra índole”.
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ni ofensivas ni irrespetuosas, así el lenguaje utilizado sea duro; pero el ata-
que personal denigrante dirigido contra las personas que la norma señala,
y que por sus cargos conforman la cúpula del Estado, que atropella la dig-
nidad de esos sujetos (determinada conforme a máximas de experiencia
comunes), y que presenta públicamente a los dignatarios del Estado —en lo
personal— como seres indignos, tiende a debilitar las funciones que ejercen,
al menos ante la opinión pública, pudiendo crear estados de preanarquía.

Por tal razón, dichos artículos estarían justificados y no resultan inconstitu-
cionales.

6.2. Respecto del artículo 150 del Código Penal, recalcó que denigrar pública-
mente de las instituciones (vilipendio) puede perseguir su debilitamiento con
fines de desprestigio, para así lograr un desacato colectivo a lo que ellas —con-
forme a la ley— deban obrar o cumplir, lo cual sería contrario al orden público
y a la moral pública y, por tanto, no está amparado por la libertad de expresión.

En ese sentido, […] no colide con la Constitución en sus artículos 57 y 58,
ni con el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos. Se trata de mecanismos legales de defensa del Estado democrático
y sus poderes, y así se declara.

6.3. Con relación a los artículos 151 y 152 del Código Penal, afirmó que, por
ser normas adjetivas tendientes a hacer efectivos los artículos 148 y 149 eius-
dem, sobre cuya constitucionalidad se pronunció la Sala con anterioridad, los
mismos debían reputarse, también, constitucionales. Apoyó, además, su tesis
sobre el desamparo de las expresiones injuriosas, en la sentencia dictada por
la Sala Primera del Tribunal Constitucional Español N° 148/2001 del 27 de
junio de 2001, que, en parte relevante, reiteró que:

Sin embargo, cuando la crítica se dirija a un funcionario público y se refie-
ra a la forma en la que desempeña su función, no siempre la crítica estará
amparada en la relevancia pública de la opinión emitida, y, desde luego,
nunca lo podrá estar cuando esa opinión esté acompañada o, simplemente,
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consista en expresiones formalmente injuriosas e innecesarias para la crí-
tica que se desea realizar. Porque como acabamos de señalar, la emisión de
apelativos formalmente injuriosos, sea cual sea el contexto en el que se
viertan, innecesarios para expresar la opinión que de otra persona o su
conducta nos merezca, supone un daño injustificado a su honor. De otro
modo, el sacrificio exigido a la dignidad del funcionario criticado resulta-
ría de todo punto desproporcionado, ya que su honor y reputación perso-
nal podrá sacrificarse en aquellos casos en los que la formación de la
opinión pública sobre las cuestiones que a todos puedan interesar, como
pueda ser la gestión de los asuntos públicos, así lo exija por resultar esen-
cial para el Estado democrático de Derecho (STC 6/1981, 16 de marzo, FJ
3). Pero de ningún modo ese límite al derecho al honor del funcionario
debe trocarse en un remedo de privación de su derecho fundamental
garantizado en el artículo 18.1 CE, lo que ocurriría si se le exigiese sopor-
tar, aun en el caso de opiniones y críticas al ejercicio de su función pública,
el insulto de todo punto innecesario.

6.4. En lo atiente a la impugnación de los artículos 223, 224, 225, 226 del
Código Penal, los cuales tipifican ciertas ofensas al honor; la reputación,
decoro o dignidad de determinados cargos públicos, la Sala, con base en los
mismos razonamientos, justificó la constitucionalidad de los mismos, al consi-
derar que la libertad de expresión, conforme al artículo 13.2 de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, genera responsabilidad en quien la ejerce,
cuando se afecta el respeto y la reputación de los demás, por lo que se declaró la
conformidad con los artículos 57 y 58 de tales disposiciones. Lo único fue
que derogó parcialmente los mismos, en lo relativo a la mención de “ofensas de
palabra”, pues, justificó, tales ofensas estarían protegidas ya mediante la tipi-
ficación de los delitos de difamación e injuria, no siendo aceptable una doble
protección en razón del cargo que se ejerce, lo cual sería contrario al artículo
21.1 de la Constitución que prohíbe las discriminaciones que tengan por objeto
o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio en
condiciones de igualdad, de los derechos y libertades de toda persona.

321
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La Sala mantuvo, eso sí, la vigencia de los delitos antes señalados para el
caso de que mediante obras se ofendiera a los funcionarios mencionados. En
tal sentido, hizo una serie de consideraciones sobre los programas y obras
humorísticos, los cuales, según la decisión en comentario, pudieran generar
responsabilidad penal.

De la gestualidad ofensiva y ridiculizante deben estar protegidas las per-
sonas y es esta —al menos— una forma de protección.

En Venezuela se han ido criticando de palabra las actuaciones de los
Asambleístas y funcionarios públicos, y mediante obras de humor (teatra-
les o televisivas), caracterizadas por desfiguraciones de los personajes,
disfraces y otros medios de burla, se ha atentado contra el honor y la repu-
tación de las personas, infringiéndose así valores protegidos en el artículo
60 constitucional24.

6.5. La Sala estimó que el artículo 227 del Código Penal, que es una disposi-
ción común a los delitos previstos y sancionados en los artículos 223 al 226
que impide a los imputados de dichos delitos excepcionarse con pruebas
sobre la verdad o notoriedad de los hecho o defectos imputados a la parte
ofendida, la Sala declaró su plena constitucionalidad.

6.6. Sobre los artículos 444, 445, 446, 447 y 450, la Sala hizo prácticamente
el mismo análisis y, manifestó que dichas disposiciones tienen por fin no sólo
de la protección de las personas en sus valores básicos (honor, reputación,
dignidad), sino en la del servicio, para que éste no sufra interrupciones debido

24 Este aspecto de la decisión, el referido a la criminalización de los programas u obras
humorísticas, ha ocasionado en el país un revuelo considerable y, sobre todo, en los
propietarios de los medios de comunicación social por semejante interpretación de lo
que debe entenderse por obra irrespetuosa, según la cual existiría una presunción de
maldad en el quehacer humorístico, cuyo objeto es, al menos en la cultura occidental,
la vida de los personajes públicos, entre ellos los sujetos encargados de tareas públi-
cas. La represión de las manifestaciones humorísticas, a mi juicio, tienen un grado de
intolerancia —cultural incluso— que me parece inaceptable, pero, sobre todo, no con-
forme con la libertad de expresión.
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a los actos tipificados (difamación e injuria), por lo cual declaró improcedente
su declaratoria de inconstitucionalidad.

6.7. Por último, con relación a la presunta inconstitucionalidad del artículo
141 del Código Penal, la Sala puntualizó lo siguiente:

Según el accionante, la penalización de la destrucción de los símbolos
patrios se convertiría en una limitante a la libertad de expresión, ya que
ella es una forma de comunicación de una idea que puede ser de odio,
repudio, crítica o descontento con una determinada acción o forma de
gobierno, y que la norma prohíbe la expresión de conductas comunicati-
vas que se opongan a una determinada idea política.

Conforme con tal argumento, la muerte de una persona por razones de ira,
odio, repudio, crítica o descontento con una determinada acción o forma de
gobierno tampoco sería punible, ya que ello no es sino una comunicación
de la idea que se tiene sobre lo que representa públicamente tal persona. 
A juicio de esta Sala, tal razonamiento es inaceptable25.

También es inaceptable para esta Sala que se confunda el gobierno con la
República.

Además, el último argumento empleado por la Sala Constitucional para deses-
timar la pretensión de nulidad del delito previsto en el artículo 141 del Código
Penal, es que los símbolos patrios son los emblemas que identifican a la sobera-
nía y a la identidad nacional, y su irrespeto “conlleva un debilitamiento de los
derechos irrenunciables de la República, como son la independencia, la libertad,
la inmunidad, la integridad territorial y la autodeterminación nacional”.

323

25 Los errores de razonamiento se hacen evidentes toda vez que: i) el accionante jamás
justificó la destrucción pública de la bandera, o algún otro símbolo patrio, como una
manifestación de odio; y ii) el uso del argumento ad absurdum,  tal y como suele ocurrir
con tal esquema argumentativo, es falaz, toda vez que no es asimilable la destrucción
de los símbolos patrios a la destrucción de la vida humana; y iii) porque del homicidio de
una persona no puede desprenderse idea alguna, en cambio sí de la destrucción de sím-
bolos como la bandera nacional.
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5. Decisión de la Sala

1. La Sala declaró sin lugar la impugnación de los artículos 141, 148, 149,
150, 151, 152, 227, 444, 445, 446, 447 y 450 del Código Penal.

2. La Sala declaró parcialmente con lugar la inconstitucionalidad de los
artículos 223, 224, 225 y 226 del Código Penal y, en consecuencia, los deli-
mitó de la manera siguiente:

Artículo 223. El que por obra ofendiere de alguna manera el honor, la
reputación o el decoro de un miembro de la Asamblea Nacional, o de
algún funcionario público, será castigado del modo que sigue, si el hecho
ha tenido lugar en su presencia y con motivo de sus funciones:

1º.- Si la ofensa se ha dirigido contra algún agente de la fuerza pública,
con prisión de uno a tres meses.

2º.- Si la ofensa se ha dirigido contra un miembro de la Asamblea Nacio-
nal o algún funcionario público, con prisión de un mes a un año según la
categoría de dichas personas.

Artículo 224. Si el hecho previsto en el artículo precedente ha sido
acompañado de violencia o amenaza, se castigará con prisión de tres a
dieciocho meses.

Cualquiera que de algún otro modo y fuera de los casos previstos en el Capí-
tulo anterior, haga uso de violencia o amenaza, contra un miembro de la
Asamblea Nacional o algún funcionario público, si el hecho tiene lugar con
motivo de las funciones del ofendido, será castigado con las mismas penas.

Artículo 225. Cuando alguno de los hechos previstos en los artículos pre-
cedentes se haya cometido contra algún funcionario público, no por causa
de sus funciones, sino en el momento mismo de estar ejerciéndolas, se
aplicarán las mismas penas, reducidas de una tercera parte a la mitad.
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Artículo 226. El que de palabra o de obra ofendiere de alguna manera la
reputación de algún cuerpo judicial, político o administrativo, si el delito
se ha cometido en el acto de hallarse constituido, o de algún magistrado en
audiencia será castigado con prisión de tres meses a dos años.

Si el culpable ha hecho uso de violencia o amenazas, la prisión será de seis
meses a tres años.

El enjuiciamiento no se hará lugar sino mediante requerimiento del cuerpo
ofendido. Si el delito se ha cometido contra cuerpos no reunidos, el enjui-
ciamiento sólo se hará lugar mediante requerimiento de los miembros que
los presiden.

Este requerimiento se dirigirá al Representante del Ministerio Público
para que promueva lo conducente.

3. Se fijaron los efectos del fallo con carácter ex nunc, es decir, a partir de la
publicación del mismo por la Secretaría de la Sala y, de conformidad con los
artículos 119 y 120 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, vista
la anterior modificación, se ordenó la publicación de la decisión en la Gaceta
Oficial de la República Bolivariana de Venezuela.

6. Evaluación general de los argumentos presentes
en la sentencia

1. El elemento emocional e ideológico de la decisión, lo cual la hace incontro-
lable. La sentencia, por donde quiera que se le vea aun cuando “se base” en ele-
mentos jurídicos, es, a mi juicio, a puros efectos retóricos. La constante en la
parte motiva del fallo es la presencia de elementos emotivos, sobre todo porque
recurre a algunos topoi, tales como “la burla de la soberanía (interna y externa)”
o “el quebrantamiento de las instituciones del Estado”, los cuales no nos expli-
can en verdad cómo debe ponderarse el ejercicio de la libertad de expresión y el
derecho al honor y a la reputación de los funcionarios públicos e instituciones
del Estado, sino que el único propósito de tales lugares comunes no pareciera
ser el de convencernos racionalmente, sino el de generar ciertas emociones de
rechazo por parte del lector del fallo sobre la acción intentada, haciendo ver al
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solicitante como un inescrupuloso cuyo objetivo es el de “desestabilizar al Esta-
do”, lo cual sería algo así como “lo más sagrado”. En fin, una batalla entre bue-
nos (los funcionarios del Estado y las instituciones públicas) y malos (quienes
pretenden, mediante sus expresiones, hacer burlar la soberanía del país).

Otro asunto es el elemento estatista —integracionista26 diríamos— del fallo, al
ver el Estado como el generador de la mayor suma de felicidad posible, y una
víctima de sectores de la sociedad civil que siempre deben reputarse en estado
de sospecha. Así, la dignidad de quienes representan al Estado en la Tierra debe
ser “respetada” prácticamente a toda costa, y las expresiones de la ciudadanía,
en una interpretación nada pro homine, deben ser canalizadas, incluso censu-
radas previamente, con el objeto de no ofender tan elevada majestad.

2. La incongruencia negativa de la argumentación. La Sala Constitucional,
mediante el comodín de la soberanía nacional (proyectada tanto hacia lo
externo como hacia lo interno), silenció ciertos argumentos de la parte actora,
pero, sobre todo, el referido a la previsión de penas privativas de libertad para
las normas de desacato, lo cual no fue analizado bajo la óptica de nuestras
disposiciones constitucionales, según a las cuales, a mi juicio, tales sanciones
son inconstitucionales, por desproporcionadas y excesivas.

3. La incongruencia positiva de los argumentos. Asimismo, la Sala, innecesaria-
mente, entró en difíciles terrenos cuando quiso, de una vez por todas, apoyada
con la soberanía nacional, y con la bandera venezolana en la mano, despachar
sin tapujos la validez y eficacia normativa que sobre el país tienen las decisiones
dictadas por organismos internacionales. Sin embargo, la Sala entró en la puja
y, aunque con algunos moretones, salió victoriosa: ella y sólo ella determina qué
prevalece en el orden interno y qué no; clasifica (sin éxito, hay que decirlo) a los
tribunales internacionales para al final darse cuenta de que ningún fallo, laudo,
etc., de cualesquiera de ellos, tiene eficacia en el país si ella considera que los
mismos son inconstitucionales; llamó despectivamente “burócratas” a quienes

26 Uso el término en sentido peyorativo, al igual que lo hace Hans Kelsen al criticar a Rudolf
Smend, en su libro El Estado como Integración: Una Controversia de Principio.
Smend, por cierto, concebía a los símbolos patrios como elementos de integración.
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prestan sus servicios a cualquier órgano internacional vinculado con los Dere-
chos Humanos, salvo a los tribunales internacionales capaces de enjuiciar su
cumplimiento o no por parte de los Estados, aun cuando éstos ya habían sido
despachados antes con el argumento de la soberanía; calificó de ofensivos e
irrespetuosos (antipatriotas casi) a los humoristas; y estableció la censura pre-
via, tan rechazada en foros no soberanos —y hasta en los soberanos—. En fin,
la Sala lidió con asuntos que jamás alguien le solicitó, los cuales, de paso, podrí-
an comprometer la responsabilidad internacional de Venezuela.

Conclusión

Gracias al fallo 1942/2003 de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de
Justicia las normas de desacato han quedado con plena vigencia en Venezuela,
lo cual no puede parecernos sino profundamente antidemocrático, además de
contrario a los estándares internacionales de protección a los derechos humanos
y, en concreto, a la libertad de expresión.

Es, además, un mensaje claro a los aplicadores del derecho (léase jueces y
administración) para que asuman una actitud frente a las informaciones y opi-
niones dirigidas a criticar la actividad del Estado. Un mensaje muy nocivo por
cierto, de intolerancia y autoritarismo. Lo peor es que ni siquiera se incluyó un
esquema de ponderación constitucional, a través del cual podamos analizar
cómo habrán de sopesarse la libertad de expresión con el derecho al honor y
a la reputación de los funcionarios públicos, por lo que estamos a merced de la
arbitrariedad (y no discrecionalidad, o arbitrio) de dichos aplicadores.

Quisiéramos terminar señalando que el fallo bajo análisis pasará a los anales de
la historia venezolana como una de las muestras más claras de intolerancia
de los servidores públicos, quienes pretenden defender sus posturas por la fuerza,
autoritativamente, y no con argumentos controlables por la colectividad.
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